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Poder Judicial de la Nación

JUZGADO FEDERAL DE CAMPANA

SENTENCIA INTERLOCUTORIA

 

Expte. N° /24358 2024

MUNICIPALIDAD DE PILAR c/ MINISTERIO DE ECONOMIA DE LA
NACION - SECRETARIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO s/AMPARO LEY
16.986

 

Campana,        de .-septiembre de 2024

 

Y VISTOS:

Estos autos caratulados “MUNICIPALIDAD DE PILAR c/

MINISTERIO DE ECONOMIA DE LA NACION - SECRETARIA DE

, Expte. N° /”INDUSTRIA Y COMERCIO s/AMPARO LEY 16.986 24358

 del registro de la Secretaría Civil Nº 2 de este Juzgado Federal de2024

Campana, del que

 

RESULTA:

1. Que a fojas 15/27 se presenta el apoderado de la

Municipalidad de Pilar, y promueve acción de amparo contra el Ministerio

de Economía de la Nación – Secretaría de Industria y Comercio, solicitando

la inconstitucionalidad de la Resolución N° 267/2024 por causar un

gravamen irreparable a los derechos constitucionales del municipio.

Además, solicita el dictado de una medida cautelar suspensiva.

Sostiene el derecho manifiesto e incuestionable del Municipio de

Pilar de percibir la Tasa de Servicios Generales (antes Tasa Municipal de

Alumbrado Público), incorporando la misma a la boleta individual emitida

por EDENOR SA, y la Tasa por Vigilancia, Inspección y Desarrollo de

Emprendimientos para la Provisión del Servicio Público de Gas por Redes,

incluyendo ésta en la boleta individual emitida Naturgy BAN S.A.

2. Que a fojas 176 se concede una medida cautelar interina

ordenándose la suspensión de los efectos de la Resolución 267/2024 dictada

por la Secretaría de Comercio e Industria de la Nación, hasta tanto se
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resuelva la medida cautelar solicitada por la actora, a cuyos fines se requirió

al Ministerio de Economía de la Nación - Secretaría de Industria y Comercio

que produzca  el informe previsto por el artículo 4 de la ley 26.854, siendo

notificado de ello mediante oficio DEOX del 17/09/2024.

3. Que a fojas 195/212, el apoderado del Estado Nacional -

Ministerio de Economía, produce el informe previsto en el art. 4 de la Ley

26854, dando cuenta del interés público comprometido y solicitando que se

rechace la medida cautelar peticionada por la actora.

Resalta que la Resolución dictada no impide, prohíbe o inhibe la

percepción de las tasas en cuestión por parte del Municipio. Que lo que sí

impide es la facturación “conjunta” o “fusionada” en un mismo documento

respecto de cargos o tasas que resulten ajenos a la naturaleza y prestación

del servicio que podrían derivar en la suspensión o interrupción de la

prestación de un servicio esencial frente a la dificultad o la imposibilidad de

afrontar el pago de la factura debido a su monto.

Señala que la Ordenanza Municipal, de carácter local, entraría en

colisión con la Ley 24.240 y la Resol N° 267/2024 de la Secretaría de

Industria y Comercio, ambas de carácter nacional

Respecto a la ley provincial usada de fundamento por la actora

destaca que la misma no puede regular o establecer las pautas de

facturación de servicios públicos de jurisdicción nacional, resultado una

norma de carácter local que ha devenido incompatible con la

reglamentación establecida en la resolución cuestionada.

Agrega que en modo alguno se afecta la autonomía municipal ni

la potestad recaudatoria del municipio, ente que puede cobrar directamente

las tasas de servicios que efectivamente presta a sus vecinos en el marco de

su jurisdicción de la misma forma en que percibe otros tributos.

Enumera y fundamenta las previsiones constitucionales

consideradas para el dictado de la Resolución 267/2024, derivadas del

artículo 42 de la Constitución Nacional, a saber: Protección de los intereses

económicos de los consumidores, Deber y derecho a percibir una
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información adecuada y veraz, Derecho a la libertad de elección,

Condiciones de trato digno y equitativo.

Concluye en que la suspensión de los efectos de la Resolución

Nro. 267/2024, avanzaría de manera injustificada sobre cuestiones

inherentes el PEN (a través del Ministerio de Economía y su Secretaria de

Industria y Comercio) en legítimo ejercicio de sus funciones -competencias,

facultades y atribuciones-, toda vez que el temperamento y conducta

materializada por la Municipalidad de Pilar perjudica a usuarios y

consumidores dentro de su territorio, dado que violenta los dispuesto en el

Art. 42 de la Constitución Nacional, así como las disposiciones de la Ley

24240 (y sus modificatorias) de Defensa del Consumidor y del plexo

normativo concordante.

Respecto al interés público comprometido, argumenta que la

Municipalidad adopta un temperamento que resulta altamente dañoso para

el colectivo que habita en su territorio, y recuerda que el sistema de

protección de los usuarios, consumidores y otros actores del mercado se

conforma por un conjunto de normas homogéneas; consistentes, con

cohesión y coherencia entre sí que forman un plexo normativo global y

sistémico en defensa de los derechos de los consumidores; fomentando

conductas consumeriles sanas; la sana competencia y buenas prácticas

comerciales.

Postula la ausencia de los requisitos esenciales para el dictado de

la medida cautelar, argumentos a los que me remito brevitatis causae.

Finalmente, hace reserva del caso federal y solicita que se rechace

la medida cautelar con costas.

 

:CONSIDERANDO

§I.- Sabido es que la medida precautoria supone un remedio

judicial que, de ordinario, debe aplicarse con criterio restrictivo y cuyo

fundamento reside en la necesidad de mantener la igualdad de las partes en

el litigio, evitando que se conviertan en ilusorias las sentencias que le ponen
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fin,  y que se trata de una decisión excepcional porque altera el estado de

hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado pues configura un

adelanto de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que

justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su

admisibilidad.

Es así que, para su procedencia deben ser analizados con estrictez

la existencia de la verosimilitud del derecho invocado y el peligro de un

daño irreparable, ambos previstos por el artículo 230 del ritual, a los que

debe unirse un tercero, establecido de modo genérico, para toda clase de

medidas cautelares en el art. 199 del C.P.C.C.N. 

Estos recaudos se hallan de tal modo relacionados que, a mayor

verosimilitud del derecho cabe no ser tan exigentes en la gravedad e

inminencia del daño, y viceversa. Es decir, cuando existe el riesgo de un

daño de extrema gravedad e irreparable, el rigor acerca del “fumus” se

puede atenuar. 

Sin embargo, tales requisitos son de cumplimiento estricto para la

admisión de medidas precautorias contra actos de poderes públicos en

razón de que gozan de la presunción de legitimidad y validez; debiendo

agregarse además, la consideración ineludible del interés público en juego.

§II. A la luz de lo señalado precedentemente, y tal como ya fuera

considerado al resolver la medida interina, de los argumentos y de la

documental aportada por el municipio actor se desprende que el

fundamento que invoca tiene un grado de verosimilitud suficiente dentro de

este primer análisis. 

Ello así, en relación a la incorporación de la Tasa de Servicios

Generales a la boleta individual emitida por la prestadora a cada usuario

eléctrico, está dado por el marco normativo provincial que así lo permite. 

Sobre el particular, corresponde señalar que la ley 10.740, en su

artículo 1, establece que “Las Empresas prestadoras del Servicio Público de

Electricidad, en la Provincia de Buenos Aires, deberán percibir, a solicitud y

en representación de las Municipalidades, la Tasa por Alumbrado Público
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que éstas fijen en su jurisdicción, de acuerdo a la Ley Orgánica de las

Municipalidades”. En consonancia con ello, la Ley 11769 dispone que “Las

facturas a usuarios por la prestación del servicio público de distribución de

electricidad deberán detallar la información necesaria y suficiente que

permita constatar al usuario en forma unívoca el valor de las magnitudes

físicas consumidas, el período al cual corresponde, los precios unitarios

aplicados y las cargas impositivas (...) Podrá ser incluido en las facturas,

como concepto de prestación de servicios, el consumo, medido por

alumbrado público. La falta de pago de cualquier concepto ajeno al precio

de la energía consumida por el usuario y los cargos que correspondan de

acuerdo con el párrafo primero del presente artículo, no podrá constituir

causal de incumplimiento habilitante para la interrupción o desconexión del

suministro a dicho usuario” (art. 78). Por último, la Resolución 167/2018 del

Organismo de Control de Energía Eléctrica (OCEBA) donde se prohíbe la

incorporación de conceptos ajenos a la prestación del servicio público de

distribución de energía eléctrica sin la previa aprobación del citado

organismo, con excepción de lo dispuesto por la Ley Nº 10.740 con relación

al alumbrado público (art. 2).

Respecto a la Tasa por Vigilancia, Inspección y Desarrollo de

Emprendimientos para la Provisión del Servicio Público de Gas por Redes,

creada en el 2009 mediante la ordenanza fiscal de ese año, se establece en la

Ordenanza Fiscal 2024, que el pago del tributo se efectuará conjuntamente

con el recibo/factura emitido por la prestadora del servicio de gas natural,

la cual actuará como agente de retención (art. 271), decisión que toma en uso

de las facultades que le son propias como municipio.

En este punto, resulta necesario reiterar que la Constitución

Nacional establece que cada provincia dictará su propia Constitución bajo el

sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios,

declaraciones y garantías de la Constitución Nacional, asegurando la

autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden

institucional, político, administrativo, económico y financiero (arts. 5 y 123).

De esta forma, se entiende que la autonomía municipal no es absoluta,
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teniendo como límite los fijados por cada provincia en sus respectivas

normativas.

Así, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, autoriza a

los municipios a dictar ordenanzas y reglamentos, dentro de las atribuciones

que le confiere, y a votar anualmente su presupuesto y los recursos para

costearlo, reconociendo la autonomía económica y administrativa en los

asuntos de su competencia.

Esta autonomía municipal, repito, amparada por la Constitución

Nacional y ejercida dentro del marco impuesto por la Provincia de Buenos

Aires, se vería vulnerada, prima facie, por la Resolución atacada, por cuanto

le prohíbe el mecanismo utilizado, desde hace varios años, a los fines de

obtener recursos que le son propios.  

En cuanto al peligro en la demora, he de señalar que la resolución

267/2024, le otorga a las prestadoras de los servicios un plazo de 30 días, a

partir de su entrada en vigencia, para que adecuen su facturación (art. 3) y

en su artículo 2 dispone que “El incumplimiento a lo establecido en la

presente resolución será pasible de ser sancionado conforme el régimen de

penalidades previsto en la Ley N° 24.240 y sus modificatorias, y normas

reglamentarias.”, circunstancia que impactaría directamente en la

recaudación de las tasas en pugna y su posterior utilización a los fines de la

administración, financiamiento y funcionamiento de los distintos

organismos y edificios municipales. 

Así, es indudable advertir que el peligro en la demora invocado

tiene suficiente grado de credibilidad en esta etapa inicial del proceso, lo

cual aconseja –hasta tanto se dicte sentencia definitiva- suspender los efectos

de la resolución atacada. 

§III- Con relación al requisito exigido en el inciso 4 del artículo 3

de la Ley de Medidas Cautelares, esto es, que la medida cautelar no coincida

con del objeto de la demanda principal, cabe tener por configurado el

mismo toda vez que la acción de amparo persigue la declaración de

inconstitucionalidad de la Resolución 267/2024, mientras que mediante la

cautela se pretende su suspensión.
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§IV- Por último y con relación al interés público comprometido,

la doctrina enseña que el mismo, “…no puede ser algo abstracto (…) no

puede entenderse como una estela de bienestar que se esparce

insensiblemente entre el pueblo, como una noción mágica que implica todo

lo bueno y mejor; ni tampoco el interés de un conjunto de habitantes

tomados como masa, un bienestar general, omnipresente, una felicidad

imprecisable” (Conf. Escola, Héctor Jorge, “El Interés público como

fundamento del Derecho Administrativo”, Buenos Aires, Depalma, 1989), y

que “…si el interés público carece de contenido concreto deja de ser tal,

transformándose en una mera apariencia, con la que muchas veces se busca

justificar un exceso o una desviación en el ejercicio del poder. La simple

invocación del interés público, como algo vago e inasible, no sirve para

nada, es como una forma, dentro de la cual nada existe es una apariencia,

cuando en verdad debe ser una realidad…” (“El interés público y las

medidas cautelares dictadas contra el estado nacional a la luz de la nueva

ley 26.854”, Pablo Gallegos Fedriani, publicado en DIARIO DPI) 

 Sentado ello, en el caso de marras, la demandada sostiene que la

municipalidad adopta un temperamento que resulta altamente dañoso para

el colectivo que habita en su territorio -como habitantes, ciudadanos y

contribuyentes activos –, porque el artículo 42 de la Constitución Nacional

establece que los consumidores de bienes y servicios tienen derecho, en la

relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses

económicos; a una información fehaciente y veraz, a la libertad de elección y

a condiciones de trato equitativo y digno, debiendo las autoridades proveer

a la protección de esos derechos.

Al respecto, me remito al conjunto de normas provinciales, en

particular a las disposiciones del art. 78 de la Ley 11.769, donde se especifica

la información que debe figurar en las facturas y además dispone que la

falta de pago de cualquier concepto ajeno al precio de la energía consumida,

no podrá constituir causal de incumplimiento habilitante para la

interrupción o desconexión del suministro a dicho usuario. 
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Así, se advierte que del informe brindado por la accionada no

surge de manera clara ni contundente la afectación del interés público

alegado. 

V. Atento lo expuesto, cabe considerar que el hacer lugar a la

medida cautelar solicitada no implica adelantar opinión sobre la resolución

final que deberá adoptarse en el presente caso en relación a la cuestión de

fondo, pudiendo el juzgador expedirse sin necesidad de efectuar un estudio

acabado de las distintas circunstancias que rodean toda relación jurídica

Por otro lado es dable recordar que la finalidad de toda medida

cautelar es impedir la frustración del derecho de quien acciona, asegurando

el eventual cumplimiento de la sentencia definitiva mediante el

mantenimiento de un estado de hecho o de derecho y evitar así que se torne

ineficaz el pronunciamiento definitivo de caberle razón a quien promueve la

acción. Máxime, teniendo en cuenta que se encuentra acreditada la

verosimilitud del derecho del Municipio actor, quien dentro de sus

potestades, acordó libremente con las empresas de servicio la modalidad de

percepción de las tasas, cuya razonabilidad o conveniencia no es objeto de

debate, pero que hacen a su autonomía económica y financiera, la que, como

ya señalara anteriormente, estaría -en principio- afectada por la Resolución

cuestionada.

En tal sentido, resulta pertinente, aun en esta instancia

preliminar, preservar adecuadamente la garantía constitucional que se dice

vulnerada, enderezando la cuestión con el propósito de evitar situaciones de

muy dificultosa o imposible reparación ulterior (Fallos: 326:3456).

En consecuencia, corresponde hacer lugar a la medida cautelar

solicitada, limitando su vigencia por el plazo de seis (6) meses a partir de la

notificación de la presente, con el señalamiento de que la parte actora deberá

actuar con la debida diligencia procesal para lograr el dictado de un

pronunciamiento útil en un plazo razonable y, en su caso, solicitar que se

prorrogue la misma.

Por lo expuesto,
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:RESUELVO  

I. Hacer lugar a la medida cautelar peticionada, ratificando la

medida interina oportunamente trabada, ordenando la suspensión de los

efectos de la Resolución 267/2024 dictada por la Secretaría de Comercio e

Industria de la Nación. 

II. La medida cautelar dispuesta tendrá vigencia por el plazo de

seis (6) meses a partir de la notificación de la presente (conf. art. 5 Ley

26854)..

III. Dado que se mantienen los fundamentos de la medida

cautelar interina trabada, se hace extensiva a la presente la caución prestada

en esa oportunidad.. 

IV. Sin costas, atento el carácter informativo de la presentación de

la demandada.

V. Regístrese, notifíquese electrónicamente a las partes.

HMJ
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